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julio, por los que se aprueba y desarrolla, respectivamente, la estructura 
orgánica básica del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

La Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapaci-
dad es competente para resolver el presente expediente, en virtud de la 
Orden TAS/2268/2006, de 11 de julio, sobre delegación del ejercicio de 
competencias en los órganos administrativos del Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales («BOE» del día 13 de julio).

Segundo: La Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, en sus 
artículos 34 y 35, así como el artículo 43 del Reglamento de fundaciones 
de competencia estatal, aprobado por Real Decreto 1337/2005, de 11 de 
noviembre, establece que son funciones del Protectorado, entre otras, 
velar por el respeto a la legalidad en la constitución de la fundación e 
informar, con carácter preceptivo y vinculante para el Registro de Funda-
ciones de competencia estatal, sobre la idoneidad de los fines y sobre la 
adecuación y suficiencia dotacional de las fundaciones que se encuentren 
en proceso de constitución.

Tercero: La documentación aportada reúne los requisitos exigidos en 
los artículos 3, 10, 11 y 12 de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fun-
daciones.

Cuarto: La Ley 50/2002, de 26 de diciembre, en su artículo 36, establece 
que existirá un Registro de Fundaciones de competencia estatal depen-
diente del Ministerio de Justicia, en el que se inscribirán los actos relati-
vos a las fundaciones que desarrollen su actividad en todo el territorio del 
Estado o principalmente en el territorio de más de una Comunidad Autó-
noma. La estructura y funcionamiento del citado Registro se determina-
rán reglamentariamente. Asimismo, la disposición transitoria cuarta de 
dicha Ley y la Disposición transitoria única del Reglamento de Fundacio-
nes de competencia estatal, establecen que, en tanto no entre en funcio-
namiento el Registro de Fundaciones a que se refiere el citado artículo, 
subsistirán los Registros de Fundaciones actualmente existentes.

Quinto: La Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, establece 
que se inscribirán en el Registro, entre otros actos, la constitución de la 
fundación, el nombramiento, revocación, sustitución, suspensión y cese, 
por cualquier causa, de los miembros del patronato y otros órganos crea-
dos por los Estatutos, y las delegaciones y apoderamientos generales 
concedidos por el patronato y la extinción de estos cargos.

Sexto: La Fundación persigue fines de interés general, conforme al 
artículo 3 de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre.

Séptimo: La dotación de la Fundación, descrita en el antecedente de 
hecho tercero de la presente Orden, se considera inicialmente suficiente 
para el cumplimiento de sus fines.

Por cuanto antecede, este Ministerio, visto el informe del Abogado del 
Estado en el Departamento, ha dispuesto:

Primero: Clasificar a la Fundación Harena, instituida en Madrid, cuyos 
fines de interés general son predominantemente de cooperación al desa-
rrollo, promoción del voluntariado y cívicos.

Segundo: Ordenar su inscripción en el Registro de Fundaciones Asis-
tenciales, bajo el número 28/1.439.

Tercero: Inscribir en el Registro de Fundaciones el nombramiento de 
los miembros del Patronato, su aceptación de cargo y los poderes confe-
ridos, relacionados en el antecedente de hecho cuarto de la presente 
Orden.

Cuarto: Que de esta Orden se den los traslados reglamentarios.

Madrid, 10 de mayo de 2007.–El Ministro de Trabajo y Asuntos 
Sociales, P. D. (Orden TAS/2268/2006, de 11 de julio), la Secretaria de 
Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad, María Amparo 
Valcarce García. 

 13311 ORDEN TAS/2039/2007, de 4 de julio, por la que se estable-
cen las bases reguladoras y se convoca, la concesión de 
subvenciones a municipios, mancomunidades de munici-
pios y comarcas para el desarrollo de programas innovado-
res a favor de la integración de inmigrantes.

El Real Decreto 1600/2004, de 2 de julio, por el que se desarrolla la 
estructura orgánica básica del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales 
atribuye a este Departamento, el desarrollo de la política del Gobierno en 
materia de extranjería e inmigración, a través de la Secretaría de Estado 
de Inmigración y Emigración.

Para el desarrollo de esta política, el artículo 7 del Real Decreto 
1600/2004, de 2 de julio, asigna a la Dirección General de Integración de 
los Inmigrantes, entre otras funciones, las relativas al desarrollo, mante-
nimiento y gestión del sistema de acogida integral, promoción e integra-
ción para inmigrantes, solicitantes de asilo, refugiados, apátridas y perso-
nas acogidas al régimen de protección temporal y otros estatutos de 
protección subsidiaria, así como la gestión de subvenciones destinadas a 

los programas para la promoción laboral, social, cívica y cultural de estos 
colectivos.

Dentro del marco de cooperación institucional que demanda la polí-
tica de inmigración hay que destacar el importante papel que la adminis-
tración local ha venido asumiendo en materia de acogida, atención e 
integración del colectivo de inmigrantes, intentando dar respuesta a las 
demandas presentadas por un colectivo que acude a los servicios munici-
pales como primera vía de acceso a los servicios públicos.

El artículo 25 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 
del Régimen Local, establece que el Municipio, para la gestión de sus 
intereses y en el ámbito de sus competencias, puede promover toda clase 
de actividades y prestar cuantos servicios públicos contribuyan a satisfa-
cer las necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal ejerciendo, en 
todo caso, competencias en materia de prestación de servicios sociales y 
de promoción y reinserción social, actividades culturales, deportivas y de 
tiempo libre, así como de participación en la gestión de la atención prima-
ria de la salud y en la programación de la enseñanza, entre otros temas.

El Plan Estratégico de Ciudadanía e Integración, aprobado por Con-
sejo de Ministros de 16 de febrero de 2007, se inspira en tres principios: de 
igualdad y no discriminación, que implica la equiparación de derechos y 
obligaciones de la población inmigrante y autóctona, dentro del marco de 
los valores constitucionales básicos; de ciudadanía, que implica el reco-
nocimiento de la plena participación cívica, social, económica, cultural y 
política de los ciudadanos y ciudadanas inmigrantes, y de interculturali-
dad, como mecanismo de interacción entre las personas de distintos orí-
genes y culturas, dentro de la valoración y el respeto de la diversidad 
cultural, que son los que constituyen el referente para el desarrollo de 
políticas en los ámbitos locales.

Así mismo, en el artículo 28 de la citada Ley 7/1985, de 2 de abril, se 
establece la potestad de los Municipios para realizar actividades comple-
mentarias de las propias de otras Administraciones Públicas y en particu-
lar, las relativas a la educación, la cultura, la promoción de la mujer, la 
vivienda, la sanidad y la protección del medio ambiente.

El papel de los municipios ha sido y está siendo clave en muchos de 
los ámbitos relacionados con la integración de los inmigrantes. En defini-
tiva, es en el entorno local donde se materializan los procesos de integra-
ción y donde se manifiestan los problemas y las necesidades del colectivo 
de personas inmigrantes de ahí su potencial como medio para identificar, 
ensayar y poner en marcha actuaciones innovadoras susceptibles de ser 
trasladadas a otros entornos.

En este contexto, la Secretaría de Estado de Inmigración y Emigra-
ción, sin perjuicio de las actuaciones que ha puesto en marcha para refor-
zar los servicios públicos a través del Fondo de Apoyo para la Acogida y 
la Integración de los Inmigrantes así como para el Refuerzo Educativo de 
los mismos, según los criterios de distribución y asignación formalizados 
por Acuerdo del Consejo de Ministros de 23 de febrero de 2007, considera 
oportuno continuar la línea de cooperación con las Entidades Locales que 
se inició en el año 2005, dirigida a subvencionar programas que se desa-
rrollen en el entorno local incidiendo especialmente en el carácter inno-
vador de los mismos.

Para poder atender a estos fines, los Presupuestos Generales del 
Estado consignan los créditos oportunos en la Secretaría de Estado de 
Inmigración y Emigración.

La presente Orden se dicta de acuerdo con lo establecido en el artículo 17.1 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, previo informe 
de la Abogacía del Estado y de la Intervención Delegada de la Intervención Gene-
ral de la Administración del Estado en el Departamento.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1. Ámbito de aplicación y objeto.

La presente Orden tiene por objeto el establecimiento de las bases 
reguladoras de concesión de subvenciones públicas a Municipios, Manco-
munidades de Municipios y Comarcas, en régimen de concurrencia com-
petitiva, para el fomento de la integración de los inmigrantes a través de 
la realización de programas innovadores, entendiendo por tales aquéllos 
que ofrezcan actuaciones y/o metodologías nuevas, que mejoren las exis-
tentes o introduzcan nuevas formas de intervención social, que faciliten la 
inclusión social, prevengan situaciones de riesgo y promuevan la convi-
vencia ciudadana en el entorno local en el año 2008, y respecto del ámbito 
de competencias de la Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración, 
del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

Artículo 2. Convocatoria y financiación.

1. Se convoca, en régimen de concurrencia competitiva, la concesión de 
estas subvenciones públicas, de acuerdo con lo establecido en el artículo 22.1 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

2. Las Subvenciones que se convocan por la presente Orden, se 
financiarán con cargo a la aplicación presupuestaria 19.07.231B.461 del 
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vigente presupuesto de gasto de la Secretaría de Estado de Inmigración y 
Emigración.

3. La cuantía total de las subvenciones que se reconozcan al amparo 
de la presente Orden quedará supeditada a las disponibilidades presupues-
tarias existentes en la mencionada aplicación por un total de 6.347.790 
euros.

Articulo 3. Beneficiarios.

1. Las subvenciones que se convocan por la presente Orden podrán 
ser solicitadas por aquellas Entidades Locales (Municipio, Mancomuni-
dad de Municipios, Comarca) que cumplan los siguientes requisitos:

a) Carácter innovador de los programas, según lo descrito en el artículo 1 
de esta Orden Ministerial.

b) Aportación de al menos el 20% del coste total del programa por la 
entidad solicitante.

c)  Número de personas empadronadas igual o superior a 5.000 habi-
tantes.

d) Porcentaje de extranjeros no comunitarios empadronados igual o 
superior al 6 % del total del padrón.

2. A los efectos de cumplir con los requisitos establecidos en el apar-
tado anterior se tendrán en cuenta para la determinación del número de 
personas empadronadas y del porcentaje de extranjeros no comunitarios los 
datos oficiales del Instituto Nacional de Estadística a 1 de enero de 2006.

Artículo 4. Forma y plazo de presentación de las solicitudes.

1. Las solicitudes de subvención se formalizarán en el modelo de 
instancia que figura como Anexo I a la presente Orden, debiendo relacio-
narse en dicha instancia todos los programas para los que una misma 
entidad solicitante solicita subvención. Dicha instancia deberá suscribirla 
quien ostente la representación legal de la entidad o acredite poder sufi-
ciente para ello.

Las solicitudes se dirigirán a la Dirección General de Integración de los 
Inmigrantes y podrán ser presentadas en cualquiera de los registros y ofici-
nas previstos en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

2. Junto con la solicitud, deberá adjuntarse la siguiente documenta-
ción:

a) Memoria explicativa de cada uno de los programas para los que se 
solicita subvención, de acuerdo con el contenido del Anexo II de la pre-
sente Orden.

b) Copia compulsada del Documento Nacional de Identidad de la 
persona que actúe en nombre y por cuenta del solicitante y el correspon-
diente poder, suficiente y subsistente para actuar en nombre y represen-
tación de la persona jurídica solicitante (o norma que atribuya esa compe-
tencia).

c) Certificaciones expedidas por el Secretario de la entidad local o 
funcionario que ejerza las funciones de dación de fe pública, sobre los 
siguientes aspectos:

1.º Acuerdo de solicitud de la subvención, adoptado por el Órgano 
competente, con indicación de la cuantía solicitada y del porcentaje que 
representa respecto al coste total.

2.º Compromiso de habilitación de crédito para financiar el importe 
del proyecto en la parte que va a ser objeto de cofinanciación por la enti-
dad local.

3.º Acreditación del número de personas empadronadas en el Muni-
cipio o Municipios integrados en la Mancomunidad o en la Comarca, por 
referencia a los datos oficiales del INE a 1 de enero de 2006.

4.º Acreditación del porcentaje de extranjeros no comunitarios 
empadronados en el Municipio o Municipios integrados en la Mancomuni-
dad o en la Comarca igual o superior al 6% del total del Padrón, por refe-
rencia a los datos oficiales del INE a 1 de enero de 2006.

5.º Acreditación de aquellas ayudas que hayan sido solicitadas y/o 
concedidas para la misma finalidad, procedentes de otras Administracio-
nes Públicas, la Unión Europea, o cualquier otro ente público o privado.

6.º Constancia de que no han solicitado o recibido ayudas para el 
mismo programa innovador, procedentes de los Convenios de colabora-
ción suscritos entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y las 
Comunidades Autónomas o las Ciudades de Ceuta y Melilla, en el marco 
de cooperación para la gestión del Fondo de Apoyo a la Acogida e Integra-
ción de Inmigrantes así como el Refuerzo Educativo de los mismos.

d) Declaración responsable de encontrarse al corriente de sus obli-
gaciones tributarias y frente a la Seguridad Social, según el art. 24.6 del 
Real Decreto 887/2006 de 21 julio, por el que se aprueba el Reglamento de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

3. Si la solicitud no se ajusta a lo establecido en la presente Orden o 
no se adjunta la documentación requerida, se solicitará al interesado sub-
sanar la misma o acompañar los documentos preceptivos, en el plazo 
máximo e improrrogable de 10 días naturales, con indicación de que si así 
no lo hiciera se le tendrá por desistido de su solicitud, previa resolución 
que deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 42 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

4. El plazo de presentación de solicitudes será de 20 días naturales 
contados a partir del día siguiente a la publicación de la presente Orden 
en el Boletín Oficial del Estado.

Artículo 5. Programas objeto de financiación.

1. Podrán ser objeto de subvención los programas innovadores diri-
gidos a fomentar, en el ámbito de las competencias de las entidades loca-
les, la integración de los inmigrantes y en especial los siguientes:

a) Programas que fomenten la inclusión social y cultural en el 
entorno local, prevengan los riesgos de exclusión y potencien la convi-
vencia ciudadana.

b) Planes de intervención social integral para la prevención y/o el 
tratamiento de situaciones de infravivienda, hacinamiento o riesgo de 
segregación, especialmente en zonas con alto índice de población inmi-
grada.

c) Programas dirigidos al fomento de la participación de personas 
inmigrantes en los distintos ámbitos de la vida municipal, con especial 
atención a las mujeres inmigrantes.

d) Programas dirigidos a la prevención de conductas discriminato-
rias, racistas y xenófobas y programas de sensibilización dirigidos a la 
población en general.

2. Los programas deberán tener carácter innovador, según lo esta-
blecido en el artículo 1, y en el artículo 6 de esta Orden, en cuanto al tipo 
de actuaciones y/o metodologías que ofrezcan y su capacidad para dar 
respuesta a situaciones de emergentes en relación con la integración de 
los inmigrantes.

3. Las actuaciones de los programas objeto de subvención se desa-
rrollarán desde el 1 de enero hasta el 31 de diciembre de 2008.

4. La subvención será compatible con la percepción de cualquier 
otra subvención, ayuda, ingreso o recurso para el mismo programa, con 
excepción de las aportaciones de los programas y actuaciones incluidos 
en los Convenios de colaboración suscritos entre el Ministerio de Trabajo 
y Asuntos Sociales y las Comunidades Autónomas o las Ciudades de 
Ceuta y Melilla, en el marco de cooperación para la gestión del Fondo de 
Apoyo a la Acogida e Integración de Inmigrantes así como el Refuerzo 
Educativo de los mismos.

Artículo 6. Criterios de otorgamiento de la subvención y de determina-
ción de la cuantía individualizada de la subvención.

1. Para el otorgamiento de la subvención se tendrán en cuenta los 
siguientes criterios:

a) Carácter innovador del programa, a cuyo efecto se tendrá en 
cuenta:

1.º el grado de innovación de las actuaciones y/o las metodologías 
previstas según se recoge en el objeto de la Orden;

2.º la capacidad de dar respuesta a situaciones emergentes relacio-
nadas con la integración de inmigrantes en su ámbito territorial.

Hasta un máximo de 20 puntos.

a) La calidad del programa, valorándose:

1.º el contenido técnico del mismo y su adecuación a los objetivos 
propuestos;

2.º la descripción de las actuaciones concretas a desarrollar;
3.º la previsión de indicadores de seguimiento y evaluación de las 

actuaciones;
4º. la adecuación del presupuesto y su desglose con el alcance de las 

actuaciones propuestas.

Hasta un máximo de 20 puntos.

a) La consideración en el programa de algunos de los siguientes 
aspectos:

1.º la incorporación en sus actuaciones de la perspectiva de género y 
de igualdad de trato;

2.º la participación ciudadana, a través de organizaciones o movi-
mientos sociales y la cooperación entre diferentes actores del entorno 
geográfico de influencia de la entidad local;

3.º la existencia de mecanismos de coordinación entre distintos ser-
vicios municipales.
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Hasta un máximo de 5 puntos.

a) La experiencia en actuaciones en materia de integración de inmi-
grantes mediante:

1.º el desarrollo de programas en este ámbito;
2.º la asignación de presupuesto a políticas de integración de inmi-

grantes;

Hasta un máximo de 5 puntos.

2. Para la determinación de la cuantía individualizada de la subven-
ción se tendrán en cuenta los siguientes criterios:

a) Valoración de la solicitud formulada en función de los criterios 
expuestos en el apartado anterior.

b) Cuantía solicitada y aportación de la entidad solicitante.
c) Adecuación de los recursos y medios materiales y personales con 

la actividad objeto de la subvención.

Artículo 7. Tramitación y resolución.

1. La Subdirección General de Relaciones Institucionales es el 
órgano competente para la ordenación e instrucción del procedimiento.

2. La valoración de los programas presentados la realizará una Comi-
sión de Evaluación conforme a los criterios de valoración establecidos en 
el artículo 6 de la presente convocatoria y compuesta por:

a) Presidente: la persona titular de la Subdirección General de Rela-
ciones Institucionales de los Inmigrantes o persona que en su caso le 
sustituya.

b) Secretario: un funcionario de la Dirección General de Integración 
de los Inmigrantes, designado por la titular de la misma.

c)  Vocales: tres funcionarios de la Dirección General de Integración 
de los Inmigrantes, designados por la titular de la misma.

d) Cuando el Presidente lo estime necesario, podrán incorporarse a 
la Comisión, con voz, pero sin voto, funcionarios de los órganos directi-
vos del Departamento con competencia en materia de inmigración.

3. La Comisión de Evaluación a la vista de todo lo actuado, emitirá 
un informe en el que se concrete el resultado de la evaluación efectuada.

4. La persona titular de la Subdirección General de Relaciones Insti-
tucionales a la vista del expediente y del informe de la Comisión de Eva-
luación, formulará la propuesta de resolución provisional debidamente 
motivada, que deberá notificarse a los interesados concediéndoles un 
plazo de diez días para presentar alegaciones. No obstante, se podrá pres-
cindir del trámite de audiencia cuando no figuren en el procedimiento ni 
sean tenidos en cuenta otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que 
las aducidas por los interesados, teniendo en este caso la propuesta de 
resolución carácter de definitiva.

5. Examinadas las alegaciones aducidas, en su caso, por los interesa-
dos, se formulará la propuesta de resolución definitiva, que expresará la 
relación de solicitantes para los que se propone la concesión de la sub-
vención y su cuantía, especificando su evaluación y los criterios de eva-
luación seguidos para efectuarla.

6. Una vez aprobada la propuesta de resolución definitiva, la persona 
titular de la Subdirección General de Relaciones Institucionales la elevará 
a la persona titular de la Dirección General de Integración de los Inmi-
grantes para que dicte, por delegación de la Secretaria de Estado de Inmi-
gración y Emigración, de acuerdo con el artículo 19.2 de la Orden 
TAS/2268/2006, de 11 de julio, por la que se delega y se aprueban las dele-
gaciones del ejercicio de competencias en los órganos administrativos del 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y sus organismos públicos 
dependientes, las resoluciones que procedan.

7. Las resoluciones se dictarán y notificarán a los solicitantes en un 
plazo que no podrá exceder de seis meses, contados a partir de la publica-
ción de la convocatoria, como establece el artículo 25.4 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones. Transcurrido el plazo 
máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución 
expresa, se podrá entender desestimada la solicitud por silencio adminis-
trativo, de acuerdo con lo previsto en el artículo 25.5 de la Ley 38/2003.

La notificación de las resoluciones a los solicitantes se practicará de 
conformidad con lo previsto en el artículo 59 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. Además, las subvenciones conce-
didas serán publicadas en el Boletín Oficial del Estado, en los términos 
establecidos en el artículo 18.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones.

8. Contra la resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá 
interponer recurso potestativo de reposición o recurso contencioso-
administrativo en la forma y plazo previstos en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Pro-
cedimiento Administrativo Común.

Artículo 8. Modificación de los Programas.

1. Las entidades subvencionadas podrán solicitar, con carácter 
excepcional, la modificación de actividades y/o partidas de gasto, así 
como de la forma y plazos de su ejecución y justificación de los corres-
pondientes gastos, cuando aparezcan circunstancias que alteren o dificul-
ten el desarrollo del programa y que, en consecuencia, puedan dar lugar a 
la modificación de la resolución, de acuerdo a lo previsto en el artículo 13 
de la presente Orden.

2. Las solicitudes de modificación deberán fundamentar suficiente-
mente dicha alteración o dificultad y deberán formularse con carácter 
inmediato a la aparición de las circunstancias que las justifiquen y, en 
todo caso, con anterioridad al momento en que finalice el plazo de ejecu-
ción del programa subvencionado.

3. Transcurrido un mes sin que se haya notificado expresamente la 
citada autorización de modificación, se entenderá estimada la solicitud.

Artículo 9. Subcontrataciones.

1. Por razón de la naturaleza de las actividades que integran el pro-
grama subvencionado, se podrá autorizar a la Entidad beneficiaria a la 
subcontratación parcial por un máximo del 50% del importe de la activi-
dad subvencionada.

2. En ningún caso podrá concertarse por el beneficiario la ejecución 
total o parcial de las actividades subvencionadas con:

a) Personas o entidades incursas en alguna de las prohibiciones del 
artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

b) Personas o entidades que hayan percibido otras subvenciones 
para la realización de las actividades objeto de contratación.

c) Intermediarios o asesores en los que los pagos se definan como un 
porcentaje de coste total de la operación, a menos que dicho pago esté 
justificado con referencia al valor del mercado del trabajo realizado o los 
servicios prestados.

d) Personas o entidades vinculadas con el beneficiario, según el artícu-
lo 68.2 del Reglamento de desarrollo de la Ley General de Subvenciones, salvo 
que concurran las circunstancias señaladas en el artículo 29.7.d) de la Ley 38/
2003, de 17 de noviembre.

e) Personas o entidades solicitantes de ayuda o subvención en esta 
misma convocatoria y programa, que no hayan obtenido subvención por 
no reunir los requisitos o no alcanzar la valoración suficiente.

3. La resolución de la autorización de subcontratación se dictará por 
la persona titular de la Dirección General de Integración de los Inmigran-
tes, por delegación del ejercicio de competencias de la Secretaria de 
Estado de Inmigración y Emigración y se notificará, en el plazo máximo 
de un mes a contar desde la fecha de presentación de la solicitud de la 
subcontratación. Esta resolución pondrá fin a la vía administrativa, 
pudiéndose interponer contra ella recurso potestativo de reposición en el 
plazo de un mes, o bien ser impugnada directamente ante el orden juris-
diccional contencioso-administrativo, en la forma y plazos previstos por 
la Ley reguladora de dicha jurisdicción.

Transcurrido el plazo máximo sin que se haya dictado y notificado 
resolución expresa, se entenderá estimada la solicitud, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 43.2 de la Ley de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en su 
redacción dada por la Ley 4/1999, teniendo a todos los efectos la conside-
ración de acto administrativo finalizador del procedimiento y sin perjui-
cio de la obligación de dictar resolución expresa confirmatoria del mismo.

Artículo 10. Pago de la subvención.

1. El pago de la subvención podrá tener el carácter de anticipado y 
efectuarse en un solo plazo y suponer entregas de fondos con carácter 
previo a la justificación.

2. Las entidades subvencionadas deberán acreditar previamente al 
cobro de la subvención, que se encuentran al corriente de sus obligacio-
nes tributarias y de la Seguridad Social, conforme a lo establecido en el 
artículo 4.2.d).

3. Así mismo, para poder recibir la transferencia las entidades sub-
vencionadas deberán haber dado de alta sus datos bancarios en el Fichero 
Central de Terceros en la Dirección General del Tesoro y Política Finan-
ciera, según establece la Orden PRE/1576/2002, de 19 de junio, por la que 
se regula el procedimiento para el pago de obligaciones de la Administra-
ción General del Estado.

Artículo 11. Obligaciones de las entidades subvencionadas.

1. Las entidades locales beneficiarias de las subvenciones vendrán 
obligadas a cumplir las obligaciones que, con carácter general, se recogen 
en el artículo 14 de la Ley 38/2003, General de Subvenciones.

2. Las entidades beneficiarias harán constar expresamente y de 
forma visible en el material que se utilice para la difusión de los progra-
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mas subvencionados, que los mismos se realizan con la financiación de la 
Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración, incluyendo un logo-
tipo según el modelo que figura en el Anexo III.

Artículo 12. Control, seguimiento y evaluación.

1. La Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración, a través de 
la Dirección General de Integración de los Inmigrantes realizará el segui-
miento de la ejecución presupuestaria y de cumplimiento de actividades 
de los programas subvencionados según el calendario aprobado en la 
resolución, como recoge el artículo 32 de la Ley 38/2003, de 17 de noviem-
bre, General de Subvenciones.

2. A este efecto, las entidades subvencionadas deberán comunicar 
periódicamente el grado de cumplimiento del programa de acuerdo con el 
calendario e instrucciones de seguimiento dictadas por la Dirección 
General de Integración de los Inmigrantes y que les serán facilitadas con 
la resolución de concesión.

Artículo 13. Modificación de la resolución de concesión.

1. Podrá dar lugar a la modificación de la resolución de concesión, 
de acuerdo con el artículo 19.4 de la Ley General de Subvenciones, la 
concurrencia de alguna de las circunstancias siguientes que alteren las 
condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la subvención:

a) la solicitud por parte de la entidad beneficiaria del traspaso del 
importe subvencionado para la ejecución de un programa distinto;

b) la obtención concurrente de otras subvenciones o ayudas otorga-
das por otras administraciones o entes públicos o privados, nacionales o 
internacionales;

c) cualquier otra circunstancia que altere las condiciones de este texto;

En estos casos, se podrá solicitar por parte de la entidad beneficiaria 
el traspaso del importe subvencionado para la ejecución de un programa 
distinto, dentro de los expresamente autorizados por la resolución origi-
nal, de acuerdo con lo previsto en el artículo 17.3.l de la Ley 38/2003, de 17 
de noviembre, General de Subvenciones.

2. La resolución de las solicitudes de modificación se dictará por la 
persona titular de la Dirección General de Integración de los Inmigrantes, 
en virtud de la delegación del ejercicio de competencias de la Secretaría 
de Estado de Inmigración y Emigración y se notificará, en el plazo 
máximo de un mes a contar desde la fecha de presentación de aquéllas en 
el Registro del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

Esta resolución pondrá fin a la vía administrativa, pudiéndose interpo-
ner contra ella recurso potestativo de reposición en el plazo de un mes, o 
bien ser impugnada directamente ante el orden jurisdiccional conten-
cioso-administrativo, en la forma y plazos previstos por la Ley reguladora 
de dicha jurisdicción.

3. Transcurrido el plazo máximo establecido sin que se haya dictado 
y notificado resolución expresa, se entenderá estimada la solicitud por 
silencio administrativo, de acuerdo con lo previsto en el artículo 43.2 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 14. Justificación de la subvención.

1. Las entidades locales subvencionadas quedan obligadas a justifi-
car los gastos efectuados y el coste de las actividades que han sido finan-
ciadas con la subvención recibida, mediante certificación del Secretario, 
Interventor o persona que ostente la fe pública de la Entidad beneficiaria.

La documentación acreditativa de los gastos efectuados con cargo a la 
subvención irá acompañada de una relación clasificada de justificantes por 
cada concepto de gasto autorizado, con identificación de acreedor y del 
documento, su importe, fecha de emisión y, en su caso, fecha de pago.

2. Así mismo, deberá presentar una Memoria justificativa y explica-
tiva, tal como se recoge en el artículo 15 de esta Orden.

3. La justificación de los gastos efectuados con cargo a la subvención 
recibida se realizará en el plazo de un mes contado desde la fecha de fina-
lización del plazo de realización de la actividad.

4. En ningún caso se admitirá como justificación de la cuantía sub-
vencionada las retribuciones del personal funcionario o laboral fijo ni los 
gastos de inversión.

5. En todos los casos, deberá justificarse la retención e ingreso en la 
Delegación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria de las can-
tidades correspondientes por rendimientos del trabajo, rendimientos de 
actividades económicas o por los rendimientos procedentes del arrenda-
miento o subarrendamiento de inmuebles urbanos, en los términos esta-
blecidos en la normativa reguladora del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas. Igualmente en los casos de retribuciones de personal 
contratado laboral, deberá acreditarse el ingreso de las cotizaciones en la 
Tesorería General de la Seguridad Social.

6. En los supuestos de prestación de servicios por empresas de consul-
toría o asistencia técnica, se ajustará a lo dispuesto en el apartado 3 del artí-
culo 31 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

7. Si vencido el plazo de justificación, la entidad no hubiese presentado 
el certificado previsto en el artículo 14.1, se tendrá por incumplida la obliga-
ción de justificar, con las consecuencias previstas en los artículos 30.8 y 37 de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

Artículo 15. Memoria justificativa y explicativa de la realización del 
programa subvencionado.

1. Las entidades locales subvencionadas deberán presentar ante la 
Dirección General de Integración de los Inmigrantes una Memoria justifica-
tiva de la aplicación de las subvenciones concedidas, incluyendo explica-
ción de la realización de cada programa subvencionado, en el plazo de un 
mes a partir de la finalización de las actuaciones de cada programa. A estos 
efectos, los contenidos mínimos de dicha Memoria serán los siguientes:

a) Entidad Local.
b) Denominación y contenido del programa.
c) Entidad ejecutora.
d) Localización territorial del programa.
e) Actuaciones realizadas: incluir metodología o instrumentos utili-

zados; objetivos previstos; resultados obtenidos del programa.
f) Destinatarios beneficiados por el programa.
g) Período de ejecución del programa.
h) Gasto realizado, desglosado por conceptos de gasto y separando 

la financiación con cargo al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de la 
financiación con cargo a la propia entidad local y otras aportaciones.

i) Modificaciones solicitadas: análisis de su necesidad.

2. La falta de presentación de la Memoria justificativa por parte de la 
entidad beneficiaria, podrá conllevar las consecuencias previstas en los 
artículos 30.8 y 37 de la Ley General de Subvenciones.

Artículo 16. Responsabilidad y régimen sancionador.

Las entidades beneficiarias de subvenciones quedarán sometidas a las res-
ponsabilidades y régimen sancionador que sobre infracciones administrativas 
en materia de subvenciones establece el Título IV de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones. Igualmente serán aplicables supletoria-
mente las disposiciones contenidas en el título IX de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común.

Artículo 17. Reintegros.

Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y, en su caso, de 
los ingresos generados por los programas e intereses devengados por la 
subvención, así como la exigencia del interés de demora correspondiente 
desde el momento del pago de la subvención y hasta la fecha en que se 
acuerde la procedencia del reintegro, de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 37 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvencio-
nes, y en la cuantía fijada en los artículos 37 y 38 de la citada Ley, en los 
siguientes casos:

a) Obtención de la subvención, falseando las condiciones requeridas 
para ello u ocultando aquéllas que lo hubieran impedido.

b) Incumplimiento total o parcial del objetivo de la actividad, del 
proyecto o la no adopción del comportamiento que fundamentan la con-
cesión de la subvención.

c) Incumplimiento de la obligación de la justificación o la justifica-
ción insuficiente en los términos establecidos en el artículo 30 de la Ley 
General de Subvenciones. A estos efectos, se entenderá como incumpli-
miento, entre otros, la existencia de un remanente de subvención que no 
haya sido invertido en el programa sin causa justificada. Asimismo, se 
considerará que ha existido incumplimiento, a efectos de la procedencia 
del reintegro, en aquellos casos en los que se hubiera retenido el abono de 
la subvención como consecuencia de un mandato judicial en que así se 
hubiera ordenado, dimanante de un embargo de las cantidades proceden-
tes de la subvención, cualquiera que fuera su causa.

d) Incumplimiento por parte de los beneficiarios de la obligación de 
dar la adecuada publicidad del carácter público de la financiación del 
programa o actuaciones de cualquier tipo objeto de subvención, en los 
términos establecidos en el artículo 11.2 de la presente Orden.

e) El incumplimiento de las obligaciones impuestas a los beneficia-
rios y de los compromisos asumidos por éstos con motivo de la concesión 
de la subvención. A estos efectos se entenderá como incumplimiento, 
entre otros, la aplicación de la subvención a conceptos de gasto distintos 
de los que fueron establecidos, sin autorización del Órgano concedente.

f) La resistencia, excusa, obstrucción o negativa a las actuaciones de 
comprobación, seguimiento y control financiero previstas en la Ley Gene-
ral de Subvenciones, así como el incumplimiento de las obligaciones 
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contables, registrales o de conservación de documentos cuando de ello se 
derive la imposibilidad de verificar el empleo dado a los fondos recibidos, 
el cumplimiento del objetivo, la realidad y regularidad de las actividades 
subvencionadas o la concurrencia de subvenciones, ayudas, ingresos o 
recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Adminis-
traciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o 
de organismos internacionales.

2. El procedimiento para el reintegro se regirá por lo dispuesto en el 
capítulo II del Título II de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones y en sus disposiciones de desarrollo y en Capítulo II del 
Título III del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba 
el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subven-
ciones.

3. El interés de demora aplicable en materia de subvenciones será el 
interés legal del dinero, incrementado en el 25%, salvo que la correspon-
diente Ley de Presupuestos Generales del Estado establezca otro dife-
rente, según lo establecido en el artículo 38.2 de la Ley General de Sub-
venciones.

4. El titular de la Dirección General de Integración de los Inmigrantes, 
por delegación de la Secretaria de Estado de Inmigración y Emigración, ejer-
cerá la competencia para exigir el reintegro de la subvención concedida, de 
conformidad con lo establecido 41.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones.

5. Cuando el cumplimiento por el beneficiario se aproxime de modo 
significativo al cumplimiento total y se acredite por éste una actuación 
inequívocamente tendente a la satisfacción de sus compromisos, la canti-
dad a reintegrar vendrá determinada, respondiendo al criterio de propor-
cionalidad, por el volumen y grado de incumplimiento de las condiciones 
impuestas con motivo de la concesión de la subvención.

Disposición final primera. Régimen jurídico de aplicación.

En lo no previsto en la presente Orden, se aplicará supletoriamente lo 
dispuesto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones 
y el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Regla-
mento de la ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

Disposición final segunda. Facultades de desarrollo.

Se faculta al titular de la Dirección General de Integración de los Inmi-
grantes para dictar las Resoluciones necesarias para la aplicación de esta 
Orden, así como para resolver las dudas concretas que en relación con la 
misma se susciten.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 4 de julio de 2007.–El Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, 
Jesús Caldera Sánchez-Capitán. 

MINISTERIO DE INDUSTRIA, 
TURISMO Y COMERCIO

 13312 ORDEN ITC/2040/2007, de 4 de julio, por la que se estable-
cen las bases reguladoras de la concesión de ayudas para 
actuaciones dirigidas a la creación y consolidación de 
Centros Tecnológicos, programa CREA.

Con el fin de mejorar la competitividad de las empresas españolas, el 
Consejo de Ministros, en su reunión de 27 de enero de 2006, aprobó el 
Plan de Fomento Empresarial (PFE) orientado a fortalecer el sistema 
empresarial y, en particular, a las pequeñas y medianas empresas (PYME), 
cuyo desempeño depende crucialmente de las condiciones de su entorno 
económico, social e institucional. Este Plan constituye uno de los siete 
ejes básicos en los que se articula el Programa Nacional de Reformas para 
lograr los objetivos de Lisboa, centrándose en: el desarrollo de la inicia-
tiva emprendedora en la sociedad, la creación de nuevas empresas inno-
vadoras y de base tecnológica, el crecimiento y consolidación de las 
empresas existentes mediante el esfuerzo innovador y la internacionaliza-
ción de la empresa.

El Plan de Fomento Empresarial se estructura en cinco directrices 
entre las que se encuentra incrementar la capacidad de innovación y la 
transferencia de conocimiento. Dentro de las medidas que se aprobaron 
se incluye el desarrollo de un programa para promover la adecuación del 
mapa de Centros Tecnológicos conforme a las necesidades de la indus-
tria, mediante la creación y consolidación de Centros Tecnológicos.

Así mismo el actual Plan Nacional de Investigación Científica, Desa-
rrollo e Innovación Tecnológica, aprobado mediante acuerdo de Consejo 
de Ministros de 7 de noviembre de 2003, para el periodo 2004 a 2007, con-
templa dentro del Área Horizontal de Equipamiento e Infraestructura, el 
apoyo a la creación y/o mantenimiento de Centros Tecnológicos.

Los Centros Tecnológicos son entidades privadas sin ánimo de lucro 
cuya principal misión es dar servicio a las empresas de su entorno geográ-
fico y tecnológico y muy especialmente a las PYME que, a menudo, care-
cen de la capacidad suficiente para desarrollar tecnología propia que les 
permita mejorar su competitividad. Su objetivo último es realizar transfe-
rencia de conocimientos, fomentando la implantación de la cultura de la 
innovación en las empresas y demostrar así la rentabilidad a medio plazo 
de las inversiones en proyectos de innovación.

Actualmente se observa una acusada concentración geográfica de los 
Centros Tecnológicos no siempre acorde con la distribución del tejido 
industrial. Por tanto, parece conveniente tratar de reducir el desequilibrio 
actual entre la localización de los Centros Tecnológicos existentes y el 
tejido empresarial, al mismo tiempo que se garantice que los nuevos Cen-
tros Tecnológicos recojan o estimulen la aparición de demanda adicional 
y no reduzcan la demanda de los existentes. Es necesario tener en cuenta 
que los Centros Tecnológicos deben contar con un tamaño suficiente para 
llevar adelante desarrollos tecnológicos relevantes.

Los Centros Tecnológicos que se creen o consoliden en el marco de 
esta orden deben surgir de una necesidad empresarial y deben contar con 
el pleno apoyo de la comunidad autónoma en la que se ubiquen. Para 
garantizar estas dos condiciones se contará con el compromiso finan-
ciero de las empresas y del gobierno autonómico.

El programa se articula a través de tres líneas de actuación:

a) Desarrollar los estudios de viabilidad técnica y económica de los 
nuevos Centros Tecnológicos que se puedan crear y de los centros a con-
solidar. Las ayudas serán en forma de subvención.

b) Financiar los proyectos de creación de nuevos Centros Tecnológi-
cos: Los beneficiarios serán Centros Privados de Investigación y Desarro-
llo constituidos a consecuencia de un resultado positivo del estudio de 
viabilidad técnico económico. La financiación pública será en forma de 
subvención o préstamo.

c) Consolidar centros ya existentes que todavía carecen de la capaci-
dad tecnológica suficiente para atender la demanda de las empresas más 
avanzadas. Los beneficiarios serán Centros Privados de Investigación y 
Desarrollo y Centros Tecnológicos que no hayan alcanzado el desarrollo 
suficiente. A través de esta línea se les concederán subvenciones o prés-
tamos.

Los Centros Tecnológicos que se creen o consoliden al amparo de esta 
orden deberán tener como objetivo alcanzar unos requisitos mínimos de 
capacidad y calidad a medio plazo.

Por otro lado, en las directrices estratégicas comunitarias en materia 
de cohesión elaboradas por la Comisión para la distribución de los fondos 
en el periodo 2007-2013, una de las prioridades es el promover la innova-
ción, la iniciativa empresarial y el crecimiento de la economía del conoci-
miento mediante capacidades de investigación e innovación. De acuerdo 
con esta directriz, se elabora el Programa Operativo de I+D+i por y para 
el beneficio de las empresas y entre los gastos subvencionables que se 
consideran se encuentran la creación, construcción y desarrollo de Cen-
tros Tecnológicos. Por tanto, las ayudas que se regulan mediante esta 
orden se podrán cofinanciar con dichos fondos. En las resoluciones de 
convocatoria se indicará expresamente si existe cofinanciación y las con-
diciones requeridas para la misma.

La gestión de estas ayudas se hará de conformidad con los principios 
generales establecidos en el artículo 8.3 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones: publicidad, transparencia, concu-
rrencia competitiva, objetividad, igualdad y no discriminación, eficacia en 
el cumplimiento de los objetivos fijados por la Administración y eficiencia 
en la asignación y utilización de los recursos públicos.

Las ayudas dirigidas a la realización de estudios de viabilidad y las 
actuaciones que conlleven gastos de personal se acogerán al Reglamento 
(CE) N.º 1998/2006 de la Comisión, de 15 de diciembre de 2006, relativo a 
la aplicación de los artículos 87 y 88 del Tratado a las ayudas de minimis 
(DOUE L 379 de 28 de diciembre de 2006).

Las ayudas relativas a gastos de inversión en activos materiales e 
inmateriales se establecen de conformidad con el Reglamento (CE) N.º 
1628/2006 de la Comisión, de 24 de octubre de 2006, relativo a la aplica-
ción de los artículos 87 y 88 del Tratado a las ayudas regionales a la inver-
sión (DOUE L 302 de 1 de noviembre de 2006).


